El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / ELEMENTOS ESENCIALES / SOLICITUD DE PAGO DE COSTAS PROCESALES / LA RESPUESTA DEBE SER CLARA Y DE FONDO.
El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. (…)
La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción…

La Sala no comparte los argumentos de la funcionaria de primera sede que declaró improcedente el amparo invocado porque el demandante cuenta con otro medio de defensa judicial, como quiera que lo que el último pretende es obtener se le proteja el derecho de petición vulnerado, ante la falta de una respuesta concreta a la solicitud elevada para obtener el cumplimiento de un fallo, en relación exclusiva con la condena en costas impuesta a la entidad demandada, fin para el cual no existe otro mecanismo idóneo de defensa judicial.
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Pereira, junio diecinueve (19) dos mil diecinueve (2019) 


Acta No. 264 del 19 de junio de 2019

Expediente No. 66682-31-03-001-2018-00289-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la parte actora, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 10 de mayo último, en la acción de tutela que el señor Néstor Franco Torres instauró contra Colpensiones, a la que fueron vinculados el Presidente, el Vicepresidente de Operaciones del Régimen de Prima Media, los Gerentes de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial, los Directores de Procesos Judiciales, de Acciones Constitucionales y de Atención y Servicio y la Subdirectora de Determinación VII de esa entidad y el Juzgado Segundo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Pereira.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Mediante sentencia del 7 de septiembre de 2017 el Juzgado Segundo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Pereira le otorgó el incremento pensional por persona a cargo y condenó a Colpensiones al pago de costas por valor de $1.600.000.
1.2 El 25 de septiembre de 2017 presentó a esa entidad la cuenta de cobro de esa providencia, lo que incluye la suma por costas procesales.   
1.3 Si bien la demandada, por Resolución No. SUB 232119 del 20 de octubre de 2017, ordenó el pago de esa sentencia, sobre la condena en costas indicó que el trámite sería remitido a la Dirección de Procesos Judiciales para que adelantara el proceso de pago pertinente.
1.4 Sin embargo a la fecha y luego de más de 18 meses, no se han cancelados esos valores, ni le han indicado cuándo se adelantará esa gestión “de conformidad con la petición de pago elevada”. 
2. Considera lesionados los derechos de petición, información y debido proceso. Para su protección solicita se ordene a Colpensiones cumplir íntegramente el fallo judicial y, en consecuencia, culminar el trámite del pago de costas e informar la fecha en que a ello se procederá.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 29 de abril se admitió la acción y se ordenó vincular al Presidente, el Vicepresidente de Operaciones del Régimen de Prima Media, los Gerentes de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial y los Directores de Acciones Constitucionales y de Atención y Servicio de Colpensiones y al Juzgado Segundo de Pequeñas Causas Labores de Pereira.

2. En el trámite se primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El secretario del Juzgado Segundo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Pereira informó que ante ese despacho se adelantó proceso de única instancia promovido por el señor Néstor Franco Torres contra Colpensiones, el cual se encuentra “archivado con sentencia”, sin que hasta el momento se haya iniciado proceso ejecutivo, ni se haya consignado suma alguna en la cuenta de depósitos por concepto de costas.
2.2 La Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones indicó que en este caso la acción de amparo resulta improcedente ya que el actor cuenta con otros mecanismos para ejecutar la sentencia laboral. Agregó que a la fecha esa entidad se encuentra dando trámite interno para cumplir ese mandato, no obstante como en la actualidad cuenta con más de cien mil procesos activos, se requiere de un término prudencial para poder acatar las órdenes que se profieran en su contra, toda vez que se debe corroborar que los documentos allegados cumplan las reglas de seguridad correspondientes, a efecto de proteger los recursos del sistema pensional.
Con posterioridad señaló que mediante oficio del 3 de mayo pasado se informó al actor que ya se había surtido el estudio correspondiente y que en este momento se encuentra en proceso de pago.
3. Se puso término a la instancia con sentencia del 10 de mayo último, en la que se declaró improcedente el amparo y el hecho superado respecto al derecho de petición.

Para decidir así, la funcionaria de primera sede estimó que se incumple el presupuesto de la subsidiariedad porque el actor, para obtener la ejecución de la condena a su favor, cuenta con la vía ordinaria y no se evidencia situación especial que haga procedente la tutela de forma excepcional, al punto de que se encuentra probado que el citado señor tiene la condición de pensionado y que recibe, además de la mesada correspondiente, el incremento del 14%, lo que descarta la lesión al mínimo vital por la falta de pago de las costas que reclama.
4. Inconforme con el fallo, el accionante lo impugnó. Alegó que al momento de presentar la cuenta de cobro del fallo proferido, allegó los soportes necesarios para obtener el pago de la condena principal, así como el de las costas procesales. Además, en la Resolución No. SUB 2322119 Colpensiones realizó el estudio de autenticidad respectivo y por ello ordenó cancelar las sumas reconocidas, motivo por el cual no es cierto que esa autoridad se encuentra surtiendo la verificación del caso que justifique la tardanza del pago de aquellos valores, por más de dos años; el cúmulo de acciones constitucionales no es excusa para demorar ese procedimiento y el hecho de informar que se está surtiendo un trámite interno, no constituye respuesta de fondo, pues a esto solo se procede cuando se informa con precisión cuándo será canceladas las costas. De otro lado, no existe otro mecanismo para lograr que Colpensiones sufrague tales sumas, ya que esa misma entidad condiciona el cumplimiento de la sentencia ordinaria a la no interposición de la demanda ejecutiva.
Solicitó que se disponga informar el momento en que finalizará el trámite de costas procesales. 
5. En esta sede, mediante auto del 27 de mayo último, se puso en conocimiento del Director de Procesos Judiciales y de la Subdirectora de Determinación VII de Colpensiones la nulidad configurada por haber omitido su vinculación al trámite, con la advertencia de que si no la alegaban dentro del término de los tres días, quedaría saneada de conformidad con los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso. Ante su silencio, se produjo la consecuencia señalada.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. En primer lugar es necesario precisar que en el trámite de primera instancia se ordenó vincular del Juzgado Segundo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Pereira, hecho que en principio pudiera considerarse como causal de nulidad por falta de competencia funcional en el juzgado de primera instancia para conocer de la presente acción, pues del asunto, frente a un juzgado de esa naturaleza, ha debido conocer un Juez Laboral del Circuito. Sin embargo, en la demanda ningún hecho se le endilgó a aquel despacho del que pudiera inferirse que por acción u omisión lesionó derecho fundamental del que sea titular el actor y por tanto su vinculación resulta ser aparente
. Por tanto, no altera la competencia radicada en el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, ni en este Tribunal para definir el asunto en segunda instancia.

3. Corresponde a la Sala decidir si la entidad demandada desconoció el derecho de petición de que es titular el accionante, al no dar respuesta completa a la reclamación que elevó, tendiente a obtener el pago de las  costas procesales, a cuyo pago se le condenó en un proceso ordinario laboral.
4. El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

Sobre el alcance de ese derecho la Corte Constitucional ha expresado
:

“El artículo 23 de la Constitución Política consagra el derecho que tienen todas las personas a “presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución”. Además, le otorga al legislador la facultad de reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales…

Del mismo modo, la jurisprudencia
 constitucional ha reiterado que el núcleo esencial del derecho de petición comporta los siguientes elementos
:

(i) Formulación de la Petición, esto es, la posibilidad cierta y efectiva de dirigir solicitudes respetuosas a las autoridades y a los particulares, sin que les sea dado negarse a recibirlas o a tramitarlas
; (ii) Pronta Resolución, es decir, la definición de fondo del asunto planteado dentro de un término razonable
, que por regla general ha sido definido por el Código Contencioso Administrativo en 15 días, lapso en el que, si no es posible resolver definitivamente la petición, deberá informarse el momento en que tendrá lugar la resolución de fondo de lo pedido, señalando las razones que motivan la dilación
; (iii) Respuesta de Fondo, o sea, la resolución definitiva de lo pedido, en sentido positivo o negativo, de forma clara -esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión-, precisa -de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas
, congruente -de suerte que abarque la materia objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado- y  consecuente con el tramite surtido -de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por las cuales la petición resulta o no procedente
; y (iv) Notificación al Peticionario, es decir, la información efectiva del solicitante respecto de la decisión que, con motivo de su petición, se ha producido
.”  (Subrayas fuera del texto original)
La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.

5. Las pruebas incorporadas al expediente acreditan los siguientes hechos: 

5.1 Con ocasión a la solicitud formulada por el actor, el 25 de septiembre de 2017, para obtener el cumplimiento del fallo proferido por el Juzgado Segundo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Pereira, por medio del cual se reconoció el incremento pensional solicitado y se condenó a Colpensiones al pago de costas procesales, la Subdirectora de Determinación VII de esa entidad expidió la Resolución SUB 232119 del 20 de octubre de 2017, por medio de la cual ordenó el pago del citado incremento y del retroactivo; además, dispuso la remisión de ese acto administrativo a la Dirección de Procesos Judiciales para que se diera inicio al trámite de pago de las costas y agencias en derecho
.

5.2 Por oficio del 3 de mayo último, el Director de Procesos Judiciales de ese fondo de pensiones le informó al actor, para dar respuesta a su petición radicada el 29 de septiembre de 2017, que ya se había surtido el trámite correspondiente; que en este momento las costas procesales se encuentran en proceso de cancelación y el depósito se realizara en la cuenta del Juzgado Segundo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Pereira y la certificación del pago estará disponible en los próximos días
. 

5.3 Esta comunicación fue enviada a la dirección del demandante
. 

6. Surge de tales pruebas que la respuesta a la petición elevada por el demandante no satisface los presupuestos señalados en la jurisprudencia transcrita.

En efecto, la solicitud de cumplimiento del fallo fue atendida de forma incompleta, pues solo se resolvió lo relativo al reconocimiento y pago del incremento pensional, con su correspondiente retroactivo, mientras que lo relacionado con el pago de las costas procesales se encuentra pendiente de acuerdo con la información suministrada por el Director de Procesos Judiciales de la autoridad demandada, pues se limitó a indicar, luego de casi dos años después de formulada la petición, que el trámite está en proceso de pago, es decir que dejó de expresar los motivos de la demora, ni señaló el plazo razonable en que se resolvería, el que además ni siquiera podía exceder del doble del inicialmente previsto, de acuerdo con el parágrafo del artículo 14 de la Ley 1755 de 2015 que antes se citó.
7. La Sala no comparte los argumentos de la funcionaria de primera sede que declaró improcedente el amparo invocado porque el demandante cuenta con otro medio de defensa judicial, como quiera que lo que el último pretende es obtener se le proteja el derecho de petición vulnerado
, ante la falta de una respuesta concreta a la solicitud elevada para obtener el cumplimiento de un fallo, en relación exclusiva con la condena en costas impuesta a la entidad demandada, fin para el cual no existe otro mecanismo idóneo de defensa judicial. 
8. De esa manera las cosas, se considera que la entidad demandada lesionó el derecho de petición de que es titular el demandante. 

Por tanto, se concederá el amparo solicitado y se ordenará al Director de Procesos Judiciales de Colpensiones, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, se pronuncie de fondo sobre la solicitud formulada por el actor el 25 de septiembre de 2017, relacionada con el cumplimiento del fallo judicial que condenó a Colpensiones a pagar las costas procesales.
9. No se impondrá orden alguna a las demás autoridades vinculadas porque no han lesionado el derecho de que se trata, pues es aquel funcionario el competente para resolver, tal como se infiere de la actuación que se ha desplegado en este trámite.  

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: Revocar la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 10 de mayo último, en la acción de tutela que interpuso el señor Néstor Franco Torres contra Colpensiones.
SEGUNDO: Conceder el amparo al derecho de petición de que es titular el accionante. En consecuencia, se ordena al Director de Procesos Judiciales de Colpensiones, en el término de cuarenta y ocho horas, dar respuesta de fondo a la petición elevada el 25 de septiembre de 2017, en relación con las costas procesales a que fue condenado por sentencia judicial.
TERCERO: Se niega la tutela frente al Presidente, el Vicepresidente de Operaciones del Régimen de Prima Media, los Gerentes de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial, los Directores de Acciones Constitucionales y de Atención y Servicio y la Subdirectora de Determinación VII de Colpensiones.

CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Figura sobre la cual la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, en providencia del 14 de abril de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, expresó: “No obstante que la acción fue promovida contra las entidades antes referidas, de la solicitud de amparo emerge claro que el reclamo constitucional no involucra al Ministerio de Educación, pues a éste no le compete el reconocimiento de la prestación vitalicia… así las cosas, se percibe una vinculación aparente en cuanto a ese ente nacional del sector central”. 


� Sentencia T-155 de 2017 M.P. Alberto Rojas Ríos


� Sentencia T- 048 de 2016


� M.P, SU-166 de 1999, T-481 de 2002, T-491 de 2001, T-566 de 2002, T-814 de 2005, T-867 de 2013, T-048 de 2016.


� Sentencia T-124 de 2007


� Sentencia T-814 de 2005


� Sentencia T-294 de 1997


� Sentencia C -510 de 2004


� Sentencia T-709 de 2006


� Sentencia T-249 de 2001


� Folios 2 a 4 cuaderno No. 1


� Folio 20 cuaderno No. 1


� Folios 21 y 22 cuaderno No. 1


� Sobre la procedencia del amparo en similar caso, esta Sala se pronunció en sentencia del 23 de enero de 2014, expediente No. 66001-31-03-005-2013-00333-01
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